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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / ACCIONANTE NO HA PRESENTADO SOLICITUD AL JUEZ / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA. Como se ha reiterado por la jurisprudencia constitucional, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus principales características es la subsidiariedad. En este caso, como ha quedado probado, el accionante ninguna actividad ha desplegado en el proceso en el que encuentra lesionados sus derechos, con el fin de obtener se declare la nulidad de esa actuación por irregularidades en la notificación del mandamiento de pago y por tanto, el despacho accionado tampoco ha tenido la oportunidad de resolver lo que corresponda. Ese pasivo comportamiento impide otorgar la tutela reclamada, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.
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Pereira, febrero dieciséis (16) de dos mil dieciocho (2018)             


Acta No. 043 del 16 de febrero de 2018

Expediente No. 66170-31-03-001-2017-00075-02
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el accionante José Hernán Flórez Carmona, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 1º de diciembre de 2017, en la acción de tutela que instauró contra el Juzgado Tercero Civil Municipal de esa localidad, a la que fue vinculada la señora Sandra Patricia Calderón Álvarez.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 13 de noviembre de 2012, el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas notificó por estado el auto que libró mandamiento de pago en su contra.
1.2 El 19 de febrero de 2013 fue notificado personalmente de la demanda ejecutiva, tal como aparece en el acta respectiva que obra en el expediente.
1.3 Mediante estado del 1º de abril de 2013 se notificó la providencia que ordena seguir adelante la ejecución, practicar la liquidación del crédito y “el avaluó (sic) y posterior remate”.
1.4 La medida cautelar solicitada en ese proceso recae sobre dos cuotas partes que posee sobre un inmueble denominado La Palma, ubicado en la vereda La Fría del municipio de Dosquebradas, en el cual vive desde el año 1972 y ejerce labores asociadas al campo. 
1.5 El título valor base del recaudo lo constituye una letra de cambio por valor de $20.000.000, suma que nunca le fue entregada por la señora Sandra Patricia Calderón Álvarez; vendió al señor Gustavo Rendón “3.000 mts de tierra”; luego, este le dijo que ese predio le pertenecía a la citada señora “y firmo documento sin entender las consecuencias”. Aduce que es una persona de ochenta y cinco años de edad, analfabeta y que lo único que sabe es firmar.
1.6 Cuando se presentó al juzgado accionado, se limitaron a manifestarle que debía suscribir un documento, mas no le informaron de su contenido y como no sabe leer ni escribir, ignoraba que se trataba de una demanda en su contra, que necesitaba abogado y que su única propiedad, en la que vive desde hace más de cuarenta años y le genera su propio sustento, se encontraba embargada; el despacho, a pesar de notar su condición campesina, tampoco cumplió su obligación de indicarle que podía acceder a la figura del amparo de pobreza, como garantía para quienes carecen de medios económicos para asegurar su defensa judicial.
1.7 Por lo anterior, nunca tuvo la posibilidad de demostrar la invalidez del título valor “y demás actuaciones jurídicas que solo un profesional del derecho pudo en su momento ejercer a mi (sic) favor…”.

1.8 La tutela es procedente en este caso ya que es el único medio con que cuenta para reclamar la protección de sus derechos, en razón a sus condiciones especiales de analfabetismo, avanzada edad, condición de campesino y dificultades económicas, y así evitar se configure un perjuicio irremediable con el remate de aquel bien que constituye su único patrimonio.
2. Considera lesionados sus derechos a la defensa, al debido proceso, la vivienda digna, las garantías de las personas de la tercera edad y al mínimo vital. Para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado declarar la nulidad del proceso ejecutivo, a partir del auto que libró mandamiento de pago y, en consecuencia, se practique nuevamente su notificación personal, se conceda el amparo de pobreza y se le designe abogado para que lo represente en ese trámite. 
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 31 de agosto del año pasado se admitió la demanda y se ordenó vincular a la señora Sandra Patricia Calderón Álvarez.
2. Solamente se pronunció la titular del despacho accionado. Adujo que el proceso ejecutivo en el que encuentra el actor lesionados sus derechos se tramitó de conformidad con las reglas del Código de Procedimiento Civil, vigente para la fecha de presentación de la demanda. Es deber de los empleados de los despachos judiciales informar a los usuarios sobre la actuación que se les notifica y explicarles su derecho a ser asistido por profesional del derecho y que, de no contar con medios económicos para ese efecto, puede buscar la asesoría de la Personería, la Defensoría o solicitar el amparo de pobreza. En este caso, a folio 12 se encuentra la notificación personal del señor José Hernán Flórez Carmona, “donde se le concedió un término de 5 días para pagar la obligación o para contestar la demanda”, lapso que venció en silencio; tampoco se opuso a la diligencia de secuestro practicada. Califica de sorpresivos los hechos de la demanda relativos a la falta de formación académica del demandante cuando en el expediente obra copia del proceso ordinario agrario que el citado señor adelanta ante el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, es decir que sí tiene conocimiento de sus derechos.
Considera que la acción de amparo es improcedente ya que, además de la inexistencia de vulneración de los derechos fundamentales, se incumple el requisito de la inmediatez, porque hasta el momento han transcurrido más de cuatro años desde la fecha en que fue notificado del proceso. 
3. La sentencia proferida el 12 de septiembre de 2017, fue declarada nula por esta Sala, mediante auto del 15 de noviembre siguiente, con sustento en la indebida notificación de la vinculada Sandra Patricia Calderón Álvarez.
4. Rehecha la actuación, mediante sentencia del 1º de diciembre de 2017 el funcionario de primera instancia negó por improcedente el amparo solicitado.
Para decidir así, estimó, luego citar jurisprudencia relativa a la procedibilidad excepcional de la tutela frente a providencias judiciales, que el accionante dejó de ejercer los medios de defensa con que contaba en el proceso ejecutivo, ya que dentro del término concedido para que contestara la demanda guardó silencio; ni siquiera se pronunció en la diligencia de secuestro practicada respecto de la cuota parte del inmueble identificado con matrícula mobiliaria No. 294-16048 y solo vino a mostrar interés en esa actuación después de cuatro años, contados desde cuando se formuló la demanda ejecutiva. Ninguno de los defectos establecidos por el precedente jurisprudencial se configuran en este caso, pues de la simple revisión del proceso se evidencia que se salvaguardaron las garantías procesales y que las decisiones adoptadas “fueron acordes a cada etapa procesal, por tanto que no haya sido de su agrado, no configura una vulneración de sus derechos”.  
4. Inconforme con el fallo, el demandante, lo impugnó. Alegó que contrario a lo definido por el funcionario de primera instancia, en este caso sí se incurrió en vulneración de sus derechos fundamentales y se omitió analizar que es una persona de especial protección, en razón a que es iletrado, tiene ochenta y cinco años de edad y es de origen campesino, condiciones por las cuales no le es fácil acudir a los estrados judiciales y merece un tratamiento desigual respecto de los demás individuos. Luego de discurrir sobre algunos principios de orden constitucional, reiteró que cuando se presentó al juzgado accionado simplemente le informaron que debía firmar un documento, pero no recibió explicación alguna sobre las consecuencias de esa actuación ni de las posibilidades que tenía para ejercer sus derechos, a pesar de su “apariencia de campesino humilde”.  Solicita se revoque la sentencia impugnada y se acceda a sus pretensiones.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar, en primer lugar, si en este caso procede la tutela para declarar la nulidad del proceso ejecutivo adelantado contra el actor, con sustento en que, según dice, al momento de la notificación personal del mandamiento de pago no se le explicó de qué se trataba el asunto y las posibilidades que tenía para ejercer su derecho de defensa, máxime cuando es una persona de especial protección, debido a su avanzada edad y su condición de analfabeta. De serlo, se establecerá si el despacho accionado incurrió en defecto que lesione los derechos fundamentales de que es titular el demandante.

3. Las pruebas documentales que obran en el expediente, acreditan los siguientes hechos:

3.1 Por intermedio de apoderado, la señora Sandra Patricia Calderón Álvarez promovió demanda ejecutiva contra José Hernán Flórez Carmona
.

3.2 El 16 de octubre de 2012, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de 
Dosquebradas libró mandamiento de pago
.

3.3 Por auto del 26 de noviembre siguiente se decretó el embargo y secuestro de las dos cuotas partes que sobre el bien identificado con matrícula inmobiliaria No. 294-16048, posee el ejecutado
.
3.3 El mandamiento ejecutivo fue notificado al demandado de forma personal, el 19 de febrero de 2013. En este acto se puso en conocimiento que contaba con el término de cinco días para pagar la obligación y diez para contestar la demanda y presentar excepciones, también se le hizo entrega de copia de la demanda y de sus anexos para el traslado
.

3.4 Según constancia secretarial del 21 de marzo siguiente, tales términos vencieron en silencio
.
3.5 En esa misma fecha, se ordenó seguir adelante con la ejecución y se dispuso el avalúo y remate de los bienes embargados y secuestrados
.

3.6 El 4 de julio de 2017 se llevó a cabo diligencia de secuestro sobre los derechos embargados, sin que se formulara oposición alguna. El señor José Hernán Flórez Carmona, quien atendió la diligencia, se negó a firmar el acta correspondiente
.

3.7 Según el informe rendido en esta sede por la Secretaria del Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, el ejecutado no ha elevado ninguna solicitud de nulidad, por el supuesto desconocimiento a su derecho a la defensa
.

4. Como se ha reiterado por la jurisprudencia constitucional, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus principales características es la subsidiariedad.

En este caso, como ha quedado probado, el accionante ninguna actividad ha desplegado en el proceso en el que encuentra lesionados sus derechos, con el fin de obtener se declare la nulidad de esa actuación por irregularidades en la notificación del mandamiento de pago y por tanto, el despacho accionado tampoco ha tenido la oportunidad de resolver lo que corresponda.
Ese pasivo comportamiento impide otorgar la tutela reclamada, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.

Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“2. Descendiendo al estudio de la controversia planteada por    el tutelante, concluye la Corte la improcedencia del resguardo, habida cuenta que el gestor al interponer el resguardo, no atendió el principio de subsidiariedad que enmarca su procedibilidad, toda vez que no ha solicitado, ante el funcionario judicial que tramita la acción popular a la que       se contrae la queja constitucional, la expedición de la reproducción que por esta vía deprecó, ni la exoneración        del pago del arancel que se le exigió para tales efectos, según se extracta de lo que informó el Tribunal criticado, lo que denota que a su alcance tiene un medio judicial idóneo de defensa.

En ese orden de ideas, se configura la causal de improcedencia establecida en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, esto es, «[c]uando existan otros recursos o medios de defensa judiciales (…)».”
.

En consecuencia, como no resulta posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable, el amparo reclamado resulta improcedente.

5. Y a tal conclusión llega la Sala con independencia de la     avanzada edad del demandante y de las demás condiciones que alega para calificarse sujeto de especial protección constitucional, pues goza de capacidad legal para ejercer derechos y contraer obligaciones, sin que el hecho contrario esté demostrado en el plenario. De manera que esas condiciones especiales que aduce, no lo liberan de la obligación de atender el presupuesto que se echa de menos.
6. Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, aunque           se modificará en el sentido de que el amparo invocado es improcedente, en razón a que de acuerdo con los argumentos       aquí plasmados, se incumplieron los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela, razón por la cual no se podía negar por improcedente tal como lo declaró el juzgado de primera instancia.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 1º de diciembre de 2017,  dentro de la acción de tutela promovida por el señor José Hernán Flórez   Carmona contra el Juzgado Tercero Civil Municipal de esa localidad, a la que fue vinculada la señora Sandra Patricia Calderón Álvarez. MODIFICÁNDOLA en el sentido de que el amparo reclamado es improcedente.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de tutela STC3919-2017 proferida el 22 de marzo de 2017, M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, radicación No. 11001-02-03-000-2017-00615-00
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